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IMPUESTO A LAS EJECUCIONES JUDICIALES 


Se modifican normas relativas a su pago 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 1” de junio de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Alfredo Asti. 


MIEMBROS: Señores Representantes J osé Amorín, Eduardo Brenta, Roberto Conde, Jorge Gandini, 
Carlos González Alvarez, Gonzalo Mujica, Iván Posada, Héctor Tajam y Alejo Umpiérrez. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En la reunión pasada había solicitado la posibilidad de considerar en el día de hoy el anteproyecto relativo a 
la modificación del artículo 482 de la Ley N” 16.170, que entrará hoy a la Cámara y será, seguramente, 
derivado a esta Comisión. Entendemos que este proyecto tiene determinada urgencia porque está trabando la 
posibilidad de algunos deudores de bajos recursos por créditos hipotecarios o financieros, de contestar las 
demandas que reciben, por la obligatoriedad de pagar este impuesto del 1% previamente a la presentación del 
escrito de defensa. 


Habida cuenta de que estamos a la espera de los comentarios del Poder Ejecutivo con respecto al proyecto 
presentado por el señor Diputado Posada sobre información de clientes de las empresas de intermediación 
relacionada con préstamos, créditos, hipotecas, prendas o garantías y otras obligaciones -acerca del cual la 
Liga de Defensa Comercial nos ha dejado su posición por escrito- propongo comenzar un breve intercambio 
de opiniones sobre el proyecto que modifica el artículo 482 de la Ley N* 16.170. 


SEÑOR GANDINI.- No tenemos inconveniente en proceder así. Por otra parte, quiero proponer la 
convocatoria del señor Ministro de Economía y Finanzas y del contador Zaidensztat, en su calidad de 
Director General de Rentas. Planteo estas convocatorias porque en la última comparecencia del señor 
Ministro de Economía y Finanzas y ante la pregunta del señor Diputado Álvarez sobre los contenidos 
del acuerdo que se negociaba en ese momento con el Fondo Monetario Internacional, el contador 
Astori respondió que prefería no adelantar conceptos porque se estaba en plena negociación y que ni 
bien estuviera firmado, con mucho gusto comparecería a la Comisión. 


A su vez, estos días conocimos la reglamentación de una ley que se aprobó en 2003, largamente esperada y 
de difícil instrumentación, relativa a la reforma de la DGI, paso previo a la puesta en marcha de la reforma 
tributaria, por lo que nos gustaría conocer de primera mano sus alcances. Hemos tenido acceso al decreto 
reglamentario, que es extenso, complejo y, para quienes no estamos en el tema, hasta críptico, diría yo. 


Conversé personalmente con el Director General de Rentas para que no le tomara de sorpresa esta 
convocatoria, quien me dijo que le parecía una buena idea en tanto existe la necesidad de instalar el tema, de 
difundirlo y de informar sobre las consecuencias que su aplicación tendrá en los funcionarios. Entonces, y 
por esta razón, solicitamos a la Comisión tenga en cuenta la posibilidad de citar al señor Ministro y al 
Director General de Rentas. 


SEÑOR POSADA.- Compartimos plenamente el planteamiento formulado por cuanto, además, se ha 
anunciado que el próximo 8 de junio el Directorio del Fondo Monetario Internacional comenzará a 
considerar el acuerdo con Uruguay. 


Además de las convocatorias propuestas por el señor Diputado Gandini nos parece oportuno también contar 
con la presencia del Director Nacional de Aduanas, en virtud de que se ha anunciado una reforma de toda la 
tributación del Estado y sería bueno que esta Comisión conociera algunos aspectos de esa otra pata de la 
administración de los tributos, particularmente vinculado con algunas medidas tomadas ayer por el Poder 
Ejecutivo, que es notorio pueden redundar en el incremento del contrabando de cigarrillos. Por lo tanto, sería 
bueno conocer las medidas general que la Aduana ha dispuesto para enfrentar este problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes que nada, dejo a disposición de los miembros de la Comisión la versión 
escrita en inglés de la carta de intención enviada al Fondo Monetario Internacional. 


Estoy totalmente de acuerdo con la concurrencia a la Comisión del señor Ministro de Economía y Finanzas y 
del Contador General de Rentas, pero pido una semana para coordinar esta reunión, porque puede haber otras 
Comisiones que también soliciten su presencia. A su vez, nuestra bancada ha resuelto coordinar las 
convocatorias a los Ministros para que no se superpongan las comparecencias en las diversas comisiones por 
los mismos temas. Nuestra bancada está de acuerdo con convocar a estas autoridades, pero -reitero- 
preferimos coordinarlo para saber si es la única Comisión que los ha convocado. Si no fuera así, podríamos 
integrarnos con otra Comisión a fin de que todos ganemos tiempo. 


SEÑOR MUJICA.- Preferiría que en la coordinación esta Comisión tenga prioridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reclamo y defenderé esa prioridad. A su vez, la bancada también ha resuelto 
plantear las convocatorias para que se conozcan. 


De todas maneras, comentaremos con el señor Ministro y el Director General de Rentas esta convocatoria 
para encontrar una fecha adecuada. Esta reunión nos interesará a todos, fundamentalmente teniendo en cuenta 
que se aproximan instancias como la Rendición de Cuentas y el Presupuesto. La Presidencia hará la 
coordinación correspondiente y la semana que viene tendremos una fecha precisa. 


Lamentablemente, no hemos obtenido respuesta del Subsecretario de Economía y Finanzas sobre el proyecto 
presentado por el señor Diputado Posada. No obstante, tenemos el informe de la Liga de Defensa Comercial 
donde se insiste sobre la necesidad de que el proyecto incluya algunas otras facultades, en el mismo sentido 
que las planteaba el Ministerio de Economía y Finanzas, para evitar, en particular, que las instituciones 
financieras sigan limitando el acceso a la información. 


Por consiguiente, seguiremos esperando el informe del Ministerio de Economía y Finanzas y este punto 
quedará para la próxima sesión. 


A su vez, hemos resuelto esperar todo junio para recibir los aportes sobre el proyecto de libertad de comercio. 


Con respecto al proyecto sobre la actividad artesanal, conocemos la opinión del Ministerio de Economía y 
Finanzas de no introducir modificaciones tributarias aisladas, sino incluir esta temática en la próxima reforma 
tributaria, aunque esto no quita que podamos analizar otros aspectos que no necesitan iniciativa del Poder 
Ejecutivo. 


Por otra parte, los funcionarios por temporada de ANTEL enviaron una nota planteando su situación y una 
propuesta para regularizar su situación. Esta propuesta ya ha sido presentada en otras Comisiones, en 
particular en la de Presupuesto, por lo que entiendo que deberíamos considerarlo en la instancia presupuestal. 


Si estamos de acuerdo, se pasa a considerar el anteproyecto relativo a la modificación al artículo 482 de la 
Ley N* 16.170. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En principio, estamos de acuerdo con este proyecto, pero nos 
preguntamos si no sería posible ampliar el alcance del artículo 1” y no circunscribirlo a quienes 
configuren la excepción a través de una auxiliatoria de pobreza, conforme al artículo 154 de la 
Constitución o del estudio jurídico de la Facultad, porque si no la autorización queda librada a la 
resolución del Juez. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Soy escribano y abogado y trabajo con asiduidad con estas situaciones. 


Comparto plenamente el espíritu general del proyecto. Muchas veces he visto la injusticia de personas que 
tienen excepciones para presentar y que no pueden hacerlo porque la Ley N* 16.170 es implacable, ya que 
establece que deberá ser rechazado de plano el escrito que se presente sin el pago del impuesto 
correspondiente; esto no deja ningún margen a la autoridad judicial. Además, esto ya ha sido objeto de 
numerosas y ya laudadas excepciones de inconstitucionalidad en las cuales siempre termina la Suprema Corte 
de Justicia diciendo que, en todo caso, existe la vía del acceso a la defensoría por vía de auxiliatoria de 
pobreza, que es la única excepción. 


Hemos hablado sobre este tema con otros colegas; inclusive, tuve el privilegio de ser alumno y pariente del 
doctor Ramón Valdés Costa, quien afirmaba que era un tributo sumamente injusto para la parte ejecutada, 
pero que también podría gravar injustamente a la parte ejecutante, porque uno no siempre debe pensar en la 
parte ejecutante como una persona de derecho público a nivel financiero, ya que muchas veces este impuesto 
grava a quien tiene una casita y ejecuta una acción de alquileres o a aquella persona que documentó una 
deuda por cualquier concepto -por ejemplo por mercadería en su comercio- en un vale. 


Creo que el proyecto podría prever la facultad del Juez para determinar la excepción de la auxiliatoria de 
pobreza en el caso del ejecutante, cuando lo considere pertinente. Uno tiende a analizar las ejecuciones en 
función de las ejecuciones la vía bancaria, pero existen otras, de gente de muy bajos recursos, que 
simplemente busca recuperar alquileres u otras mercaderías. 


Por otra parte, sería conveniente limitar el plazo de los Jueces para presentar las razones fundadas tendientes 
a determinar la excepción en algún caso y que no haya ninguna posibilidad de vista a la contraparte, porque 
de lo contrario se podría transformar en una especie de chicana procesal que, en definitiva, termina alargando 
los procesos judiciales. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Comparto prácticamente todo lo que ha planteado el señor Diputado 
Umpiérrez; a veces el ejecutante es una parte débil, no en la mayoría de los casos, pero habría que 
habilitar al Juez la misma potestad que se otorga para el caso del demandado. 


Por otra parte, tengo la impresión de que este proyecto requiere iniciativa del Poder Ejecutivo; supongo que 
el señor Diputado Asti habrá tenido alguna conversación al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, este tema está dentro del documento presentado por el equipo 
de Gobierno, para cuya redacción estuvimos presentes algunos Diputados y Senadores de la mayoría. 


Optamos por este camino para ganar tiempo, habida cuenta de que lo único que se cambia en este proyecto es 
el momento en que se paga el impuesto. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Por lo tanto, si la Comisión vota postergar, por ejemplo, el pago del IVA 
por tres años, sería constitucional. 


(Hilaridad) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente, alguien reclamaría. El impuesto está creado y, en este caso, 
simplemente, se difiere su pago. 


No tenemos problema en que el Poder Ejecutivo envíe la iniciativa; pero entendíamos que por este camino se 
ahorraba tiempo. Por esta razón, no exonerábamos del pago; la otra posibilidad era exonerar, pero nos parecía 
más equilibrado transferir el momento del pago y habilitar la defensa, porque es realmente alarmante entregar 
con las manos atadas a algunos deudores. Admito que analicé este proyecto desde la perspectiva de los 
deudores, pero puedo aceptar que existan algunos acreedores que estén limitados de ejercer su derecho y lo 
consideraremos como tal. 


Con respecto a la observación del señor Diputado Amorín Batlle, debo decir que no soy constitucionalista ni 
abogado; simplemente creíamos que el proyecto se podría presentar de esta forma sin que hubiera una 
inconstitucionalidad, porque tan solo se postergaba el pago de un impuesto que continuaría vigente. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Los comentarios del señor Presidente me aclaran la posición de la 
bancada oficialista y me aclaran que no es inconstitucional que el Parlamento postergue el pago de 
impuestos; esto seguramente se repetirá para cualquier tipo de impuestos, siempre y cuando el 
Parlamento tenga las mayorías necesarias. 


Me queda absolutamente clara, entonces, la posición oficialista. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es una consideración caso a caso. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- La Constitución se debe aplicar siempre y no caso a caso; siempre es 
igual. Si el pago de un impuesto se puede postergar para este caso, también se podrá postergar para 
cualquier. Si la bancada mayoritaria, por una cuestión de seguridad, prefiere preguntar su opinión al 
señor Ministro -todos ya sabemos que es un tema formal-, lo hará, pero la posición del señor Diputado 
Asti ha sido absolutamente clara en el sentido de que no es inconstitucional postergar el pago de un 
impuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es así. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Su posición ha sido clara y supongo que constará en la versión 
taquigráfica. 


En los últimos cinco años hubiera defendido una posición contraria y la sigo defendiendo porque me parece 
que la Constitución en este aspecto es absolutamente clara. 


En cuando al proyecto en general, me parece que se trata de un proyecto interesante y lo analizaremos con la 
intención de aprobarlo, siempre y cuando se le hagan las necesarias modificaciones planteadas por el señor 
Diputado Umpiérrez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reconozco la habilidad del señor Diputado Amorín Batlle como 
parlamentario al intentar generar un hecho político y atribuir a nuestra bancada y al Presidente, la 
posibilidad de poder postergar el pago de impuestos. El señor Diputado Umpiérrez había sido claro al 
expresar que la norma no daba al Juez ninguna otra facultad más que rechazar el escrito si no se había 
pagado el tributo correspondiente. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- La pregunta es si esta norma requiere o no iniciativa del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. Entiendo que en este caso, de un proceso judicial en el que previamente debe 
pagarse un 1%, no se viola el precepto constitucional que establece que el Parlamento no puede 
autorizar modificaciones de la forma de pago de un impuesto, porque se trata de un gravamen que se 
ejecuta en el momento del proceso judicial. Por ejemplo, el Parlamento no puede prorrogar el pago del 
Impuesto al Patrimonio hasta diciembre del año que viene; puedo asegurar que este Presidente y su 
bancada no están de acuerdo con interferir en decisiones que corresponden al Poder Ejecutivo y, 
menos, al Ministerio de Economía y Finanzas. 


En este caso, existe opinión favorable del Poder Ejecutivo y, si se quiere, podemos solicitar que se envíe el 
mensaje correspondiente. 


SEÑOR POSADA.- Compartimos en general el proyecto. Es más: somos partidarios de eliminar este 
tipo de impuestos porque constituyen una forma de negación de justicia. Si para establecer un petitorio 
cualquiera, la Justicia cobra un impuesto, estaría negando justicia. 


En relación con la forma, sería preferible contar con la iniciativa del Poder Ejecutivo a efectos de despejar 
cualquier tipo de objeciones. El proyecto plantea cambiar el artículo 482; bastaría con modificarlo para lograr 
el efecto deseado, porque es el que impone a los Jueces que no recibirán ningún escrito si no se paga el 
timbre de ejecución judicial. Lo que se está cambiando es un procedimiento y ahí se plantea la disyuntiva 
respecto de si se necesita iniciativa del Poder Ejecutivo. 


En todo caso, como el Poder Ejecutivo anunció en la Comisión de Endeudamiento de la Asamblea General 
una norma en este sentido, nos parece que se podría solucionar el problema rápidamente, evitando 
discusiones sobre la necesidad de contar o no con la iniciativa. 


SEÑOR BRENTA.- No voy a opinar sobre la iniciativa, sino que voy a reiterar nuestra preocupación 
por la urgencia de aprobar este proyecto. 


Me parece que intentar obtener criterios generales para la postergación de un impuesto es un exceso, que no 
correspondería en un caso tan puntual que tiende a atender situaciones muy particulares, que todos hemos 
vivido como situaciones realmente graves. 


El Poder Ejecutivo planteó su voluntad expresa en la Comisión de Endeudamiento de la Asamblea General, 
por lo que creo que no habrá dificultades. Sí lamentaría que por razones de procedimiento burocrático se 
enlenteciera este proceso y se perjudicara el derecho de estas personas a defenderse. 


En mi opinión, no existe necesidad de que el Poder Ejecutivo envíe su iniciativa, pero ante la posibilidad de 
generarse un debate jurídico, prefiero que la remita. Digo esto con el máximo respeto por la Constitución de 
la República, que siempre hemos defendido. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Creo que en estos temas hay que ser sumamente cuidadosos. No importa 
si es más o menos importante, más o menos urgente: en este caso, existe una duda respecto a la 
constitucionalidad del proyecto. Si se piensa que no lo es, se puede aprobar igual porque el Frente 
Amplio tiene la mayoría necesaria. No obstante, el envío de la iniciativa del Poder Ejecutivo demora 
horas, por lo que bastaría con levantar el teléfono y pedírsela al señor Ministro para que pronto esté 
aquí. Esto no atrasa nada. 


Creo que por una cuestión de seguridad sería hasta necesario hacerlo, máxime sabiendo que el señor Ministro 
está en esta línea. 


Por otra parte, dada la urgencia, habría que incluir la propuesta del señor Diputado Umpiérrez porque me 
parece interesante, ya que habría que prever las mismas condiciones para el ejecutante y para el ejecutado, 
poniendo a las dos partes de la balanza en las mismas condiciones, en la medida en que no tengan medios 
para recurrir a la Justicia. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quisiera que el artículo 1? comprendiera a todos los ejecutados y 
no solo algunas situaciones y que los Jueces establezcan quiénes pueden ampararse en la excepción y 
quiénes no. Creo que la mejor redacción podría ser que se posterga, a solicitud de parte, el pago del 
impuesto del 1% en el primer escrito, y no agregar ninguna otra situación ni que se tenga que recurrir 
al Juez. Tenemos que hacer las cosas más sencillas, especialmente para quien se quiera defender. No 
podemos dejar librado a quien se quiere defender, que el Juez diga si le corresponde o no. No veo cuál 
es el inconveniente en hacerlo más amplio a los efectos de que el ejecutado no tenga que pagar el 
primer escrito. El señor Diputado que lo redactó habrá tenido sus motivos para hacerlo así, pero yo me 
sentiría más realizado para apoyarlo si se hiciera esa modificación. Pretendemos lograr el máximo, 


aunque si no lo conseguimos, apoyaremos esto, pero pretendemos que a todos los ejecutados se les 
postergue el pago del impuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando planteamos este tema, lo hicimos limitado a aquellos demandados de 
bajos recursos. En este sentido, creo que podemos acompañar lo expresado por el señor Diputado 
Umpiérrez porque, obviamente, estamos teniendo en cuenta determinadas situaciones. En principio, no 
era la voluntad de este Representante nacional ni de la bancada que aprobó este proyecto incluir a 
cualquier tipo de demandado. Creo que en toda la filosofía del tratamiento del tema endeudamiento, el 
Poder Ejecutivo y esta bancada mayoritaria han planteado la diferenciación entre uno y otro tipo de 
deudores. El propio documento que presenta el Gobierno categoriza a algunos deudores como 
contumaces por deber varios cientos de miles de dólares que le han hecho un tremendo daño a toda la 
sociedad uruguaya que, en definitiva, ha terminado pagando esas inconductas a través de varias 
formas, una de las cuales ha sido la limitación al crédito de muchos otros sujetos posibles de obtenerlo, 
por lo que no creo que sea en este momento una posibilidad el tratarlos en iguales condiciones. 


Anteriormente, el señor Diputado Posada hablaba de la conveniencia de eliminar este tipo de impuestos que 
tienen poca recaudación y que pueden ser poco efectivos por ese mismo tema. Yo le contesto que, 
seguramente, esto va a ser analizado dentro del marco de la reforma tributaria. 


Hace un rato dijimos que el Poder Ejecutivo estaba intentando no hacer más parches a todo el sistema 
tributario, sino verlo globalmente en el Mensaje que enviará oportunamente -tal como se ha dicho antes de 
fin de año- a los efectos de que, a su vez, el Parlamento también lo pueda definir de esa manera, analizando 
todas las modificaciones impositivas. Esta no la consideramos, por eso tenía este alcance. Se refería a esta 
situación que conocerán todos los señores Diputados que habrán recibido a un inumerable grupo de deudores, 
entre los que encontrábamos la constante de ser de bajos recursos, que decían que tenían esa denegación de 
justicia por el simple hecho de no poder pagar abogados ni el impuesto del 1%. Nos referíamos a ellos. 
Entiendo perfectamente lo planteado y acompaño la propuesta de incorporar al demandante en los casos que 
establecía el señor Diputado Umpiérrez, pero como esta fue una decisión de bancada, es ahí donde la 
comentaremos. En principio, no soy partidario de incluirlos en esta postergación ya que, como muy bien 
decía el señor Diputado Posada, el corazón de la resolución está en la modificación del artículo 482, en el que 
se establece que no se recibirá el escrito gravado, a excepción de lo establecido en el artículo anterior. 


SEÑOR POSADA.- Es más, la modificación se podría hacer exclusivamente sobre el artículo 482. En 
consecuencia, se podría establecer una salvedad respecto de que no se recibirá el escrito gravado y 
acompañarlo con la redacción que aquí se planteó para el artículo 481. O sea que desde ese punto de 
vista abonaría un poco más la teoría pasada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su aporte. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


